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1.- Corresponde a los restantes integrantes de la Sala decidir sobre el impedimento para conocer de la acción de tutela que instauró el señor Aurelio López Valencia contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, manifestado por el  Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, por considerar que se encuentra incurso en la causal consagrada por el numeral 6° del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal.

Para decidirlo, se seguirá el procedimiento señalado en el artículo 140 del Código General del Proceso, con el fin de hacer prevalecer los principios de economía, celeridad y eficacia previstos en el artículo 3º del Decreto 2591 de 1991, pues resulta más expedito este procedimiento que el establecido en el artículo 83 de la ley 1395 de 2010 que adicionó el artículo 58 del Código de Procedimiento Penal, no obstante que las causales en este tipo de actuaciones son las que prevé el artículo 56 de éste último estatuto.

2.- Las causales de impedimento buscan que el proceso no se vea empañado por circunstancias que desdigan de la imparcialidad e independencia que deben acompañar al juez que de él conoce; por eso se constituyen en una herramienta propicia para que el funcionario pueda separarse de su conocimiento cuando se configure una de las causales expresas que la ley señala, pues impera la taxatividad. 
La causal aducida en este caso es la prevista en el numeral 6 del artículo 56 del Código de Procedimiento Penal que establece como tal “que el funcionario haya dictado la providencia de cuya revisión se trata, o hubiere participado dentro del proceso, o sea cónyuge o compañero o compañera permanente o pariente dentro del cuarto grado de consaguinidad o civil, o segundo de afinidad, del funcionario que dictó la providencia a revisar”.

Leído desprevenidamente el argumento que plantea el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo, pudiera concluirse, sin más, que está estructurada porque ha intervenido en el proceso en el que encuentra el actor lesionado el derecho cuya protección invoca. Pero, frente a esta causal ha sido prolija la jurisprudencia, particularmente de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, que se acoge y que al respecto ha dicho:


“Ha precisado la Sala, frente a la circunstancia impeditiva contenida en el numeral 6º del artículo 56 de la Ley 906 de 2004 , alegada en este evento, lo siguiente: 

La declaración de  impedimento al amparo de la causal invocada, corresponde a aquellos juicios de valor y de ponderación jurídica y probatoria que tienen lugar en el mismo escenario de la actuación y, de soslayarse, permitiría que el servidor público se ocupara de aspectos sustanciales acerca del tema medular objeto de controversia, razón para que el ordenamiento procesal disponga la obligación de separar del conocimiento posterior al funcionario que dictó la providencia cuya revisión se pretende (CSJ AP3282- 2014).  

Y además:

Siguiendo aquél sendero jurisprudencial, debe precisarse ahora el contenido de la expresión «que el funcionario judicial… hubiere participado dentro del proceso, prevista en el numeral 6° del artículo 56 de la Ley 906 de 2000, como causal de impedimento y recusación

No se trata, como a simple vista pareciera, de una presunción de impedimento, ni de un motivo que se active de suyo o en forma objetiva, por el sólo hecho de que el funcionario judicial hubiese «participado» dentro del proceso.

La expresión «participado», no debe tomarse en forma textual, literal ni aislada del contexto procesal penal, pues de aceptarse así, se llegaría a extremos que escapan a la finalidad de salvaguarda de la imparcialidad contenida en las normas relativas a los impedimentos y recusaciones.


Piénsese, por ejemplo, que el Tribunal Superior conociese apelaciones sucesivas de diferentes autos emitidos por el Juez Penal del Circuito dentro del mismo proceso; bajo tal supuesto, la participación de los magistrados es innegable, pero ninguna razón existe para aceptar un impedimento, sin argumentación específica de respaldo. También habrían participado ya los magistrados que conocen por vía de apelación de la providencia que niega la práctica de una prueba o del auto que se abstuvo de declarar una nulidad; pero esa intervención en el proceso nada dice por sí misma de un pretendido impedimento  para conocer después, en segunda instancia, la apelación contra el fallo de primer grado. 

…

En efecto, así como no es motivo objetivo de impedimento, que el funcionario judicial «haya manifestado su opinión sobre el asunto materia del proceso» (numeral 4° del artículo 56 de la Ley 906 de 2004), tampoco se erige en causal objetiva ni automática de impedimento, que el funcionario judicial hubiere participado dentro del proceso (numeral 6º ibídem).

En tratándose de impedimento, es necesario que en cada caso particular y concreto los funcionarios judiciales — jueces y magistrados — expliquen cuáles son las razones por las cuales su imparcialidad, su ecuanimidad, su independencia o su equilibro podrían afectarse frente a cada uno de los implicados, por el hecho de haber participado ya en el proceso. 
El género de argumentación que se exige, incluye especificar las circunstancias o condiciones en que se produjo la participación del funcionario judicial en el proceso original o en alguno de los procesos derivados por la ruptura de la unidad procesal; y si la actividad del Juez —individual o colegiado— se extendió ya a la valoración de elementos probatorios o de información susceptible de convertirse en prueba, se precisa indicar cómo y de qué manera las apreciaciones anteriores inciden en el ánimo del juzgador al conocer el asunto en ocasiones posteriores, frente a cada uno de los implicados o situaciones concretas por resolver. 

…

 Bajo ese derrotero, en el presente caso no aprecia la Sala que se comprometa la imparcialidad del H. Magistrado, pues si bien argumentó que tomó decisiones en curso del juicio oral, no se aprecia que tal actuación haya tenido la incidencia suficiente para obnubilar su criterio, pues del recuento procesal presentado en líneas anteriores se tiene que, la Sala de Decisión que integraba en el Tribunal Superior de Bucaramanga, sólo adoptó decisiones que atañen a la estructura del proceso y al respeto a los principios del sistema penal acusatorio, sin llegar a emitir un pronunciamiento de fondo sobre el contenido de las pruebas y mucho menos sobre la responsabilidad de …”

Y en relación con las causales de impedimento y recusación, ha dicho la Corte Constitucional:
“…Ningún pronunciamiento de un juez dentro de un proceso, mediante una providencia judicial, constituye prejuzgamiento, falta de imparcialidad, y no puede dar lugar a recusación o impedimento, ya que implica el cumplimiento del deber de fallar o proferir decisiones judiciales, salvo que se de el supuesto de que la demanda de tutela se dirija en contra de una sentencia que el mismo juez haya proferido. Además también resulta pertinente resaltar que ni los jueces ni los magistrados escogen los asuntos que ante ellos se demandan, ya que éstos les corresponden por reparto. Aceptar la tesis de una causal de impedimento en esos casos es, a manera de ejemplo, tanto como afirmar que en la Corte Constitucional los magistrados no pudieran tomar decisiones en sede de tutela si una norma, relevante en el caso que se estudia, se encuentra demandada en sede de constitucionalidad.

En este sentido debe recordarse que el debate propio de la acción de tutela, es decir su objeto, es la protección de los derechos fundamentales de las personas. Son múltiples las situaciones en las cuales la contravención de normas legales o reglamentarias no da lugar a la violación de derechos fundamentales. Así pues, el pronunciamiento de fondo que hace el juez de tutela –si preserva el mecanismo procesal y no incurre en su abuso- es acerca de tales derechos. En sentido contrario, cuando obra como juzgador de la justicia ordinaria o de la contenciosa administrativa, en principio su juicio es de legalidad (en sentido amplio). 


De lo que se concluye -y desea reiterarlo la Sala- que  entre dos procesos, uno tramitado por procedimientos de otras jurisdicciones y el otro por vía de tutela, por sí sólo no constituye motivo para que el juez deba declararse impedido y para que, de no hacerlo, deba sancionársele disciplinariamente tal y como lo prevé el artículo 39 del Decreto 2591 de 1991…”
.
Significa lo anterior que no siempre que un juez o un magistrado haya conocido de un proceso y que luego deba conocer de otra actuación, cae en la causal de impedimento que se analiza, pues para que así sea deben aflorar relevantes motivos que hagan dudar de su probidad, de su recto proceder, de su ecuanimidad.
3.- En el caso concreto, el magistrado se declaró impedido para conocer de la acción de tutela de que se trata porque ha tenido injerencia en el proceso a que se refieren los hechos del escrito por medio de la cual se promovió, en razón a que resolvió los recursos de apelación que se interpusieron contra las providencias del 18 de abril y del 27 de mayo de este año, pero como él mismo lo afirma, en uno de ellos, declaró inadmisible la apelación dirigida contra la negativa en aceptar el desistimiento del proceso y dispuso su devolución en lo relacionado con unas medidas cautelares para que se surtiera el traslado respectivo y como le fue devuelto, debe resolver lo pertinente. En el otro, resolvió la decisión que aparentemente ordenó unas medidas de embargo y secuestro y consideró que en realidad el juzgado no las había  aún decretado.

Es decir, que en ninguna de las providencias por medio de las cuales se ha pronunciado en relación con los recursos de apelación interpuestos, ha adoptado la decisión de revocarlos o confirmarlos, pues, se reitera, uno lo inadmitió; otro lo devolvió para que se surtiera un traslado y regresado a su despacho, aún no se ha pronunciado y en el último, en el que aparentemente se ordenaron unas medidas, estimó que aún no se habían decretado.

Pero es que además, los hechos de la demanda no dan cuenta de la violación al debido proceso con motivo de alguna de las providencias que dictó el Magistrado Saraza Naranjo, en las que fundamenta el impedimento declarado.
En efecto, lo que alega el accionante es que la demanda se inició con un poder que no resulta suficiente (hecho 2º); el apoderado del demandante es cuñado del secretario y este no se declaró impedido (hecho 3º); el juez  modificó la denominación del proceso de liquidación de sociedad por el de concordato, con el fin de evitar que el demandante constituyera caución para formalizar las medidas cautelares, este las ha solicitado y el juzgado decretado sin tal caución (hecho 4º); se abrió el proceso a pruebas sin señalar el término para practicarlas, sin decretar las solicitadas por el demandado y acto seguido se accede a la solicitud del demandante para que se nombre un perito, sin especificar las funciones de inspección que debe realizar; se otorgó al auxiliar de la justicia un término para que aclarara el peritaje, sin que lo haya hecho y ha pasado ya un año (hechos 5º a 8º); arrimó al proceso contrato (sic) de desistimiento, firmado por las partes, al que el juzgado no dio el trámite previsto en los artículos 340 a 342 del Código de Procedimiento Civil, esperó más de seis meses para que entrara a regir el Código General del Proceso, violando el debido proceso y por auto del 17 de febrero se refirió al desistimiento del proceso con opiniones personales (hecho 9º).
De acuerdo con lo expuesto, es claro que no se ha configurado la causal aducida, pues no puede considerarse afectada la autonomía e imparcialidad del Magistrado que decidió separarse del conocimiento del asunto porque: a)  no se ha pronunciado en relación con los hechos en los que encuentra el actor vulnerado el derecho al debido proceso cuya protección invoca, b) este no enjuicia las decisiones que adoptó al desatar los recursos de apelación y c) no constituye causal de impedimento la circunstancia de estar pendiente de desatar la alzada frente a otra decisión adoptada por el juzgado accionado.
De acuerdo con lo expuesto, los integrantes de esta Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, en sede de tutela, declaran infundado el impedimento que manifestó el Magistrado Jaime Alberto Saraza Naranjo.

Vuelva a su despacho la actuación para lo de su competencia. 

NOTIFÍQUESE,
Los Magistrados, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS            

DUBERNEY HERRERA GRISALES
� Sala de Casación Penal, auto del 25 de febrero de 2015,MP. Dra. Patricia Salazar Cuéllar, radicación 43289


� Sentencia T-800 de 2006, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería.
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